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Normativa
Ley 35/2006 arts. 33-1, 33-5-a, 34-1-a, 35, 37-1-h, 46-b, 49-1-b, 49-2, 104-1

Descripción
de hechos El consultante, al margen de su actividad económica, adquirió como inversión

monedas virtuales "bitcoin" que posteriormente intercambió por otras monedas
virtuales diferentes "nxt", las cuales, a su vez, intercambió por distintas monedas
virtuales como "ethereum", "bitcoin" y "ripple", habiendo realizado estas operaciones
en plataformas de intercambio con sede en territorio extranjero.

Una parte de estas últimas monedas virtuales las ha transmitido por euros.

Cuestión
planteada 1º Si a efectos del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas las operaciones de

intercambio entre monedas virtuales diferentes originan obtención de renta.

2º En caso de respuesta afirmativa a la cuestión anterior, se plantea cómo se debe
cuantificar la alteración patrimonial, al no existir cotizaciones oficiales.

3º Asimismo, si la respuesta a la primera cuestión fuera afirmativa y en un intercambio
entre monedas virtuales se originase una variación patrimonial negativa, se pregunta
sobre integración de dicha pérdida en la base imponible.

4º Si el consultante debe comunicar a la Administración tributaria la realización de las
operaciones de intercambio y de venta de monedas virtuales a través de algún modelo.

Contestación
completa Ante la ausencia de una definición en la normativa española de lo que se entiende por

“monedas virtuales”, también denominadas “criptomonedas”, cabe acudir al concepto



que se contiene en la Propuesta de Directiva del Parlamento Europeo y del Consejo por
la que se modifica la Directiva (UE) 2015/849 relativa a la prevención de la utilización
del sistema financiero para el blanqueo de capitales o la financiación del terrorismo, y
por la que se modifica la directiva 2009/101/CE, en cuya última versión, publicada el
19 de diciembre de 2017, se considera como moneda virtual: “una representación
digital de valor que no es emitida o garantizada por un banco central o una autoridad
pública, no está necesariamente vinculada a una moneda legalmente establecida, y no
posee la consideración de moneda o dinero de curso legal, pero se acepta por personas
o entidades, como medio de intercambio, y que puede ser transferida, almacenada y
negociada electrónicamente”.

Teniendo en cuenta la anterior definición, las monedas virtuales son bienes
inmateriales, computables por unidades o fracciones de unidades, que no son moneda
de curso legal, que pueden ser intercambiados por otros bienes, incluyendo otras
monedas virtuales, derechos o servicios, si se aceptan por la persona o entidad que
transmite el bien o derecho o presta el servicio, y que pueden adquirirse o transmitirse
generalmente a cambio de moneda de curso legal.

Atendiendo a que cada moneda virtual tiene su origen en un protocolo informático
específico, distinto ámbito de aceptación, distinta liquidez, valor y denominación, las
distintas monedas virtuales son bienes diferentes.

El artículo 2 de la Ley 35/2006, de 28 de noviembre, del Impuesto sobre la Renta de
las Personas Físicas (BOE de 29 de noviembre) - en adelante, LIRPF-, dispone que:
“Constituye el objeto de este Impuesto la renta del contribuyente, entendida como la
totalidad de sus rendimientos, ganancias y pérdidas patrimoniales y las imputaciones
de renta que se establezcan por la ley, con independencia del lugar donde se hubiesen
producido y cualquiera que sea la residencia del pagador.”

Por su parte, el apartado 1 del artículo 33 de la misma Ley establece que: “Son
ganancias y pérdidas patrimoniales las variaciones en el valor del patrimonio del
contribuyente que se pongan de manifiesto con ocasión de cualquier alteración en la
composición de aquél, salvo que por esta Ley se califiquen como rendimientos.”

El intercambio de una moneda virtual por otra moneda virtual diferente constituye una
permuta, conforme a la definición contenida en el artículo 1.538 del Código Civil, que
dispone: “La permuta es un contrato por el cual cada uno de los contratantes se obliga
a dar una cosa para recibir otra”. Dicho intercambio da lugar a una alteración en la
composición del patrimonio, ya que se sustituye una cantidad de una moneda virtual
por una cantidad de otra moneda virtual distinta, y con ocasión de esta alteración se
pone de manifiesto una variación en el valor del patrimonio materializada en el valor
de la moneda virtual que se adquiere en relación con el valor al que se obtuvo la
moneda virtual que se entrega a cambio.

En consecuencia, contestando a la primera de las cuestiones planteadas, el intercambio
entre monedas virtuales diferentes realizado por el contribuyente al margen de una
actividad económica da lugar a la obtención de renta que se califica como ganancia o
pérdida patrimonial conforme al citado artículo 33.1.



Por lo que se refiere a la segunda de las cuestiones, relativa a la cuantificación de
dichas rentas, será de aplicación lo previsto en los artículos 34.1 a), 35 y 37.1.h) de la
LIRPF. El artículo 34.1.a) establece con carácter general que el importe de las
ganancias o pérdidas patrimoniales será, en el supuesto de transmisión onerosa o
lucrativa, la diferencia entre los valores de adquisición y transmisión de los elementos
patrimoniales, valores que en el caso de adquisiciones y transmisiones a título oneroso
vienen definidos en el artículo 35 de la misma Ley, que dispone:

“1. El valor de adquisición estará formado por la suma de:

a) El importe real por el que dicha adquisición se hubiera efectuado.

b) El coste de las inversiones y mejoras efectuadas en los bienes adquiridos y los gastos
y tributos inherentes a la adquisición, excluidos los intereses, que hubieran sido
satisfechos por el adquirente.

(…)

2. El valor de transmisión será el importe real por el que la enajenación se hubiese
efectuado. De este valor se deducirán los gastos y tributos a que se refiere la letra b) del
apartado 1 en cuanto resulten satisfechos por el transmitente.

Por importe real del valor de enajenación se tomará el efectivamente satisfecho,
siempre que no resulte inferior al normal de mercado, en cuyo caso prevalecerá éste.”

Y el artículo 37.1, que recoge determinadas normas específicas de valoración de las
ganancias y pérdidas patrimoniales, en su letra h) establece que cuando la alteración
patrimonial proceda: “h) De la permuta de bienes o derechos, incluido el canje de
valores, la ganancia o pérdida patrimonial se determinará por la diferencia entre el
valor de adquisición del bien o derecho que se cede y el mayor de los dos siguientes:

- El Valor de mercado del bien o derecho entregado.

- El valor de mercado del bien o derecho que se recibe a cambio.”

A efectos de posteriores transmisiones, el valor de adquisición de las monedas virtuales
obtenidas mediante permuta será el valor que haya tenido en cuenta el contribuyente
por aplicación de la regla prevista en el citado artículo 37.1.h) como valor de
transmisión en dicha permuta.

En lo que respecta al valor de mercado correspondiente a las monedas virtuales que se
permutan, es el que correspondería al precio acordado para su venta entre sujetos
independientes en el momento de la permuta. En cualquier caso, la fijación de dicho
valor es una cuestión de hecho, ajena por tanto a las competencias de este Centro
Directivo y que podrá acreditarse a través de medios de prueba admitidos en derecho,
cuya valoración corresponderá efectuar a los órganos de gestión e inspección de la
Administración tributaria, teniendo en cuenta que en los procedimientos tributarios
habrá que estar a lo dispuesto en el artículo 106.1 de la Ley 58/2003, de 17 de
diciembre, General Tributaria (BOE de 18 de diciembre), que dispone que: “En los



procedimientos tributarios serán de aplicación las normas sobre medios y valoración
de prueba que se contienen en el Código Civil y en la Ley 1/2000, de 7 de enero, de
Enjuiciamiento Civil, salvo que la ley establezca otra cosa.”

En lo que se refiere a la tercera de las cuestiones planteadas, sobre integración de la
posible pérdida patrimonial que pueda originarse en un intercambio entre monedas
virtuales diferentes, sobre la base de que, conforme a como se desprende del apartado
5. a) del artículo 33 de la LIRPF, la operación de permuta que origina dicha pérdida
patrimonial y su cálculo se justifiquen, es decir, sean objeto de acreditación (a
solicitud, en su caso, de los órganos de gestión e inspección tributaria) a través de los
medios de prueba generalmente admitidos en Derecho, cuya valoración corresponde a
dichos órganos, cabe señalar lo siguiente:

El importe de las ganancias o pérdidas patrimoniales procedentes de las operaciones
de permuta entre monedas virtuales diferentes, así como el importe de las ganancias o
pérdidas patrimoniales que se pongan de manifiesto en las transmisiones de las
monedas virtuales a cambio de dinero, constituyen renta del ahorro conforme a lo
previsto en el artículo 46. b) de la LIRPF y se integran y compensan en la base
imponible del ahorro en la forma y con los límites establecidos en el artículo 49 de la
misma Ley, que dispone:

“1. La base imponible del ahorro estará constituida por el saldo positivo de sumar los
siguientes saldos:

a) El saldo positivo resultante de integrar y compensar, exclusivamente entre sí, en
cada período impositivo, los rendimientos a que se refiere el artículo 46 de esta Ley.

Si el resultado de la integración y compensación a que se refiere este párrafo arrojase
saldo negativo, su importe se compensará con el saldo positivo de las rentas previstas
en la letra b) de este apartado, obtenido en el mismo período impositivo, con el límite
del 25 por ciento de dicho saldo positivo.

Si tras dicha compensación quedase saldo negativo, su importe se compensará en los
cuatro años siguientes en el mismo orden establecido en los párrafos anteriores.

b) El saldo positivo resultante de integrar y compensar, exclusivamente entre sí, en
cada período impositivo, las ganancias y pérdidas patrimoniales obtenidas en el mismo
a que se refiere el artículo 46 de esta Ley.

Si el resultado de la integración y compensación a que se refiere este párrafo arrojase
saldo negativo, su importe se compensará con el saldo positivo de las rentas previstas
en la letra a) de este apartado, obtenido en el mismo período impositivo, con el límite
del 25 por ciento de dicho saldo positivo.

Si tras dicha compensación quedase saldo negativo, su importe se compensará en los
cuatro años siguientes en el mismo orden establecido en los párrafos anteriores.

2. Las compensaciones previstas en el apartado anterior deberán efectuarse en la
cuantía máxima que permita cada uno de los ejercicios siguientes y sin que puedan



practicarse fuera del plazo a que se refiere el apartado anterior mediante la
acumulación a rentas negativas de ejercicios posteriores.”

Respecto de la cuarta y última cuestión planteada, relativa a si existe obligación formal
para el contribuyente de comunicar a la Administración tributaria las operaciones de
intercambio entre monedas virtuales y de venta de las mismas a cambio de euros
realizadas al margen de una actividad económica, cabe señalar que al originar dichas
operaciones ganancias o pérdidas patrimoniales, deberán ser incluidas en la
declaración del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas correspondiente al
período impositivo en que dichas operaciones se hayan realizado, que, en su caso, deba
presentar el contribuyente, en la forma en que se establezca en el modelo de
declaración de dicho Impuesto aprobado por orden ministerial para el citado período
impositivo.

Adicionalmente deberá tenerse en cuenta la obligación que con carácter genérico se
recoge en el artículo 104.1 de la LIRPF, el cual dispone:

“1. Los contribuyentes del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas estarán
obligados a conservar, durante el plazo de prescripción, los justificantes y documentos
acreditativos de las operaciones, rentas, gastos, ingresos, reducciones y deducciones de
cualquier tipo que deban constar en sus declaraciones.”

Todo lo anterior debe entenderse sin perjuicio de las eventuales obligaciones de
información tributarias generales que se pudieran derivar de lo preceptuado en el
artículo 93 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria (BOE de 18) que
señala que:

“1. Las personas físicas o jurídicas, públicas o privadas, así como las entidades
mencionadas en el apartado 4 del artículo 35 de esta ley, estarán obligadas a
proporcionar a la Administración tributaria toda clase de datos, informes,
antecedentes y justificantes con trascendencia tributaria relacionados con el
cumplimiento de sus propias obligaciones tributarias o deducidos de sus relaciones
económicas, profesionales o financieras con otras personas.

(…)

2. Las obligaciones a las que se refiere el apartado anterior deberán cumplirse con
carácter general en la forma y plazos que reglamentariamente se determinen, o
mediante requerimiento individualizado de la Administración tributaria que podrá
efectuarse en cualquier momento posterior a la realización de las operaciones
relacionadas con los datos o antecedentes requeridos.

(…).”.

Lo que comunico a Vd. con efectos vinculantes, conforme a lo dispuesto en el apartado
1 del artículo 89 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria.


